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EXP. N." 032 88-201 8,PA/TC
SANTA
LUCÍA JENIFER ZAVALETA PÉREZ

SE§.TENCIA INTERLOCUTORIA DI]L TIIIBUNAL CONSTITUCIONAL

Recurso de agravio constitucional intelpuesto por doña Lucia Jenil¿r Zavaleta
Pérez conlm la resolución de fojas 59, de fecha 5 de julio de 2018, expedida por la

Primera Sala Civil de la Coñe Supe¡ior de Justicia dei Santa que declaró irnprocedente
la demanda de autos.

FI,iNDAMENTOS

En la sentencia emitida en el Expediente 00987-2014-PA/TC. publicada en e1 diano
ofictal El Peruano el 29 de agosto de 2014, estc'l'ribunal estableció, en el
lundamento 49, con carácter de precedentc, que se expedirá sentencia interloculL,riJ

ato¡ia, dictada sin más trámite, cuando se presente alguno de los siguientes

Lima. 22 de oclubre dc 2018

d)

los. que igualnelrte están contenidos cn el a¡liculo 1l del Reglamento

a)

b)

c)

vo del Tribu¡'ral Constitucio¡ral

Ca¡ezca de fundamentacjón la supuesta vulneración que se invoqüe.
La cuestión de Derecho contenida en el recurso no sea de especial
trascendencia constitucional.
La cuestión de Derecho invocada co¡tradiga un precedente del 'lribunal

Constitucional.
Se haya decidido de ma.üem deseslimato a en casos susta¡cialmente iguales.

2. En la resolución emitida en el Expediente 01081-201l-PA/TC, publicada el 1,1 de
marzo de 2012 en el portal web institucional. el T¡ibunal Constitucional declaró
improcedente la demanda, y dejó establecido que no proceden los procesos
constituoionales cuando el agraviado haya recurrido previamente a otro proccso
judicial para pedir tutela respecto de su derecho constitucional. de conformidad con
cl a¡tículo 5, inciso 3 del Código Procesal Co¡stitucional.

.1. El prcsentc caso es sustaDcialmente igual al resuelto, de manera desestimatoria, en
la resolución emitida cn cl Expediente 01081-2011-PA/TC, ya que la pretensión de

la recurente, consistente en que se ordenc a la Municipalidad Provincial del Sa11ta

a reponerla en su pL¡esto de trabajo 
-pues 

habría sido víctima de un dcspido

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL
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arbitrario co¡l lccha 19 de diciembre de 2011, que cstaría lesionando su derecho al

trabajo, entre otros-, también fue materia de otra demanda iniciada con

ánterio dad a la p¡esentc. En efecto, Ia recur¡ente previo al inicio del presente

so, recurrió a otro proceso judicial en la via o¡dinaria (acción contcnciosa
va) para pcdir tutcla respeoto de su derecho presu¡tamente vulncrado,

su reposición laboral. El proceso l'ue seguido ante el Octavo Juzgado
de Chimbote (Expediente 01769-2012-0-2501-JR-LA-07), el cual declaró

ocedente su demanda (i 19), la misma que lue revocada y declarada i¡l'undada
por la Sala Laboral Permanente de la Cofie Superior de Justicia del Santa (l 20);
inforrnación que 1'ue proporcionada por la propia recurrente, como anexo a su

demandada.

Asimismo, conforme el ad quem lo advierte, contra el ref'erido pro[unciamiento
judicial la accionante interpuso recurso de casación, el cual iuc dcclarado
improcedente por la Scgunda Sala dc Derecho Constitucional y Social Transitoria
de la Corte Suprema de Justicia de la República (Casación l5 103-2016). por lo quc
mediante resolució¡ de fecha 11 de seticmbrc dc 2017, la Sala revisora dispuso el

archivo del proceso*. Por consiguiente, el presente caso se encuenlü incuÉo en el

articulo 5.3 del Código P¡ocesal Constitucional-

5. En consecue¡Icia, y de lo expuesto en los fundamentos 2 y 4 Jrp¡d, queda claro quc
cD cl caso dc autos se incurre en la causal de rechazo prevista en el acápite d) del
fundamento ¿19 de la sentencia emitida en el Expedienle 00987-2014-PA/TC y en el
inciso d) del arlículo 11 del Reglamento Normativo del Tribunal Constitucional.
Por esta mzón, corresponde declara¡, sin más trámite, improcedente el recurso de

agravio constitucional.

Po¡ estos fundamentos. el Tdbunal CoDstitucional, con la autoridad que le
conficrc la Constitución I'olitica del Perú, el lundamento dc voto del magistrado Saldórl
de Taboada, y la pafiicipación del magistrado Espinosa-Saldaña Barrera, convocado
para dirimir Ia discordia suscitada por el voto singular dcl magistrado Feüero Costa.

hnos:,ra!ps .j !ob !ec]Suprcpo/L\pediente/Dehllchr!edlept. asorl!al-a-Eltt((¡Ve2.,!?TcnPRC!Y FC I th tOll(v( J¡aiU7C

!1)ji{I.2d.\\1.1-!?l-?ll4%?hr,(Yr!ll§!l!d-J¿!.!4',!¿t¡jQ!.ijr!NEll[¿YI]ss§Xl!!¡&\vk8svrcbokKs!rcKlbsni¿.o1vevU3niYI
l r!ti!\rllixg¡rq![8!tléll¿!!]d\rs{s!e¿-B¡rrdLQHl]rly!2!r2!¡.!3,!!-!ll9!!-\\l!zel al!\!llr Ei l '

vll¡lltvL%2bFV(¡rNaúr



ñla\x/
§ts/

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

ililll ililffillll
EXP. N." 0328 8-201 8-PAi rC
SANTA
LUCiA JENIFER ZAVALDTA PÉREZ

RESUELVE

Declarar IMPROCEDENTE el recurso de agravio coNtitucional

Publiquese y notifiquese

ss.

MIRA.NDA CANALES
SARDÓN DE TABOADA
ESPINOSA-SALDAÑA B ",J/A

Lo

OT
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FI;NDAMENTo DE voTo DEL MAGISTRADo SARDÓN DE IABOADA

Si bien estoy dc acuerdo con el lallo de la scntcncia interlocutoria expedida en autos,

discrepo dc su fundamenlación.

En el acápite b) dcl ftrndamento 49 de la sentencia cmitida en el tsxpediente 00987-
2014-PA,/TC 

-precedenle 
Vásquez Romcro este Tribunal Conslilucional señaló quc

dcbc rcchazarse el recurso de agravio constitucional cuando la cuestión de Derccho quc

conticne no sea de especial t¡asccndcncia constitucional.

Dn estc caso, la parte demanda¡te solicita su reposición en el puesto de trabajo, por
consrderar que i'ue despcdida a¡bitrariamente. Sin embargo, como he señalado
rcpetidamente en ¡¡is votos emitidos como magistrado de este T bunal Constitucional,
considero que nucstra Constitución no establece un régimen de estabilidad laboral
¿bsoluta.

A mi entcndcr, cl dcrecho al trabajo consagrado por el aftículo 22 de la Constituclon no
inciuye la rcposición. Como señalé en el volo singular que emiti cn cl Expcdicntc
0505 7-201 3 I)^/1 C, Precedente Huatuco Huatuco, el derecho al trabajo

debc scr c¡tcndido corna la posíb¡lLdd.l de accedet libftn¿nre al ercddo ldborul o a
desdrrcllor la ac¡ír¡¿a.l eco ómta que uia quieru, de tro de los li¡11ites que Li le)
es¡oblece par ftizones .le orden públ¡co. Solo esta interprelación es consrstente con las
libcradcs dc contralación y trabajo consagradas en el articulo 2'. i¡cisos 14 y I5; la libertad
de emprcs3 establecida en el articulo 59"; y, Ia visión di"ámica del proceso económico
contenida cn clañículo 6l'dc l¡ Constitución.

Así, cuando el a iculo 27 de la ConstitucióD de 1993 establece que "la ley otorga al
t¡abajador protccción adecuada contra el dcspido arbitrario", sc rcficrc solo a obtener
una indcmnización determinada por Ja ley.

A mi criterio, cuando la Constitución utilizó el adJetivo drbitrario, englobó t¿nto al

dcspido rulo corto al injustilicado dc los quc hablaba cl Dccreto Legislativo 728, Ley
de Fomenlo delEmpleo, de l2 de noviembre de 1991.

Esto cs asíporque, según ei Diccionario de la Lengua Española, arbitrrtr¡o cs

Srúcto ¡ la libre volu¡l¿d o ¿l cap cho antcs qüe a la lcy o a Ia razón.

Indcbidamentc, la Lcy 26513 promulgada cuando ya se e¡contraba vigente la actual
Constilución pretcndió equipar¿r el despido que la Constitución denomi¡ó arbitrorio
solo a lo qr¡c Ia vcrsiórl origjDal del Decreto Legislativo 728 llamó ¡nju}tüi.dda.
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Ssmcjantc opc¡ación normativa implicaba añrmar que el despido nr.r/o no puede ser
descrito como "süjeto a la lib¡e voluntad o al capricho antes que a la ley o a la razón", lo
que es evidentcmcnte inaceptable.

Más allá de su deficjentc lógica, la Ley 26513 tuvo como consecuencia resucitar la
reposición como mcdida de protección frente a un tipo de despido, entuegándoles a los
jueces podcr para forza¡ la continuidad de una relación de trabajo.

Ilsta nueva clasificación - que se mantrene en el Texto Único Ordcnado dcl l)ecreto
Legislativo 728, Ley dc Productividad y Compctitividad Laboral, aprobado mediante
DecretoSupremo003-97-TR esinconstitucional.

Lamentablemenle, este eno¡ fue ampliado por el Tribu¡al Constitucional mcdiantc los
casos Sindicato Tclcfónica (2002) y Llanos Huasco (2003), en los que dispuso que
corcspondia la reposición incluso frente al despido arbit.a o.

A¡ tiempo que exlrajo la reposición de Ia existencia del amparo laboral, Lla¡os I{uasco
prctendió qlre se distinguiem entrc el despido nulo, el incausado y cl fraudulcnto. Asi,
si üo convcncía, al mcnos confundiría.

A mi criterio, la proscripción constitucional de la reposición incluye, cieflamente, a los
t¡abajadorcs dcl Estado sujctos al Dccreto Lcgislativo 276 o a cualquier otro régimen
Iaboral público.

l-a Constitución de I993 evitó cuidadosamente utilizar el témino "estabilidad laboral",
con el que tanto su predecesora de 1979 como cl Decrcto Legislativo 2'76, de 21 de
marzo de 1984, se relerian a la reposición-

Iil de¡echo a la reposición del régimen de la carera administrativa no sobrevivió, pucs,
a la pronrulgación dc la Constitución el 29 de diciembre de 1993. No cambia las cosas
que hayan transcurrido casi veinticinco años sin quc algunos se percaten de ello.

I\)r tanb, considero que cl rccurso dc agravio conslitücional debe rechazarse porquc no
cs1á relacionado con el conlenido coDstitucionalmente protegido dcl dcrccho invocado.

s.

lüSARDON DE T BOADA

Lo que,
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VOTO SfNGULAI{ DEL MAGISTRADO I'ERRERO COSTA

Con la potestad que me otorga la Constitución, y con el mayor respeto por la ponencra
de mi so¡cga magislrado. c¡nito el presente voto singular, para expresar respeluosamenle
que disiento del precedenle vinculante eslablecido en la Sentencia 00987-2014-PA/TC,
SENTENCIA INTERLOCUTORIA DENEGATORIA, por los f'undamentos que a

cont¡1uación expongo:

EXP. N.' 03288-2018-PA1TC
SAN'I'A
LUCiA JENIFER ZAVALETA PÉREZ

EL TRrBtiN^r, CoNsrtructoNAl coMo coRTE Df, REyIS!óN o tALLo y No Dü
CASACIÓN

La Constitución de 1979 creó el Tribunal de Carantías Constitucionales como
instancia de casación y la Constitución dc l993 conviI1ió al Tribunal Constitucional
cn instancia de tallo. t,a Constit!¡ción del 79, por primera vez en nuestra historia
constitucional, dispuso la crcación de un órgano a¿l ¿oc, independicnte del Poder
Judicial, con la tarea de garantizar la supremacía constitr¡cional y la vigencia plena
de los derechos fundamcntalqs.

2. La Ley Fundamental de 1979 estableció que cl Tribunal de Garantias
Constitucionales era un órgano de conkol dc Ia Constitución, que teníajurisdiccion
en lodo el lerrilorio nacional para conocer, er? vía cle casación, de los habeas corpus
y amparos denegados por el Poder Judicial, lo que implicó que dicho Tribunal no
constiluía una inslancia habilitada para fallar en lorma definitiva sobre la causa. Es
decir, no se proDunciaba sobre Ios hechos invocados como amenaza o lcsión a los
dcrccho. rc,onociJo: en la Con,rirución.

3. Dn ese se¡rtido, la Ley 23385, Ley Orgánica del Tribunal de Garantías
Const;tucionales, vigente en ese momento, cstableció, en sus artículos 42 al 46. que
dicho órgano, al encontrar una resolución denegatoria que ha violado Ia ley o la ha
aplicado en [orma errada o ha incurrido en graves vicios procesales en la
tramitación y resolución de la demanda, procederá a casar la sentencia y, luego de
señalar la deficiencia, devolverá los actuados a la Corte Suprema de Justicia de la
República (reenvío) para que emita nuevo fallo siguiendo sus lincatnientos,
procedimiento que. a todas luces, dilataba en exceso los procesos constitucioüales
menoionados.

:1. El modelo de tutela anle amenazas y vulneración de derechos fuc seriamente
modilicado en Ia Constitució¡ de 1993. En prime. Iugar, se amplíalr los
mecanismos de tutela de dos a cuatro, a saber, habeas corpus, arnparc, hdbeas dokl
y acción de cumplimicnto. Iin segundo lugar, se crea al Tribunal Constitucional
coño órgano de control de la constitucionalidad. aun cuando la Constitución lo
califica erróneamente como "órgano de control de la Conslilución". No obstante, en

r,,fl
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matcria dc proccsos conslilucionales de la liberlad, la Constitución establece que el
Tribunal Conslitucional es instancia de revisión o fallo.

5. Cabe señalar que la Constitución Politica del Perú, en su añículo 202, inciso 2,
prescribe que corresponde al Tribunal Constitlrcional "conocer, en úhinta y
deinitita instancio, l¿]'s resoluciones de ega¡oia, dictadas en lot procesos de
habea: corpus, anparo, habeas data t acción de cumpliuiento". Esta disposición
consti¡rcional, desde una posición de franca tutela de los derechos ftrndamentales,
exige que el Tribunal Constitucional cscuche y evalúe los alegatos de qllien sc
estima amenazado o agraviado en un derecho fundamental. [Jna lectura diversa
contravendría mandatos esenciales de la Constitución, como son cl principio de
defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad como fin supremo de la
sociedad y del Estado (artículo l). y "la obsenancia del debido proceso y futela
juri:trliccionat. Ni guna persofid puede ser deyyiada de lo jurisdicción
predeterninada por la let, n¡ sofieti¿d d procedim¡ento distinto de b:; prerianente
e.rlablecidos, ni juzgada por órganos jurisdiccio ales de excepción ni por
com¡siones etpec¡al¿s creadas al eJécto cualquiera sea su denoninaciór",
(on\agrada en (l artrculo l39, in.i\o J.

6. Como se advierte, a dit¿rcncia de lo que acontecc cn otros paises, en los cuales el
acceso a la última instancia constitucional ricne lugar por la \ia del certiorari
(Suprema Corte de los Estados Unidos), en el Perú el Poder Constituyenle optó por
un órgano supreÍno de interpretación de la Constitt¡ción capaz dc ingresar al fondo
en los llamados proccsos de la libertad cuando el agraviado no haya obtenido una
protección de slr derccho en sede del Poder Judicial. En otras palabras, si lo quc
está en discusión es Ia supuesta ame¡aza o lesión de un derecho fL¡ndamental, se
debe abrir la via correspondiente para que el Tribunal Constitucional pueda
pronunciarse. Pero la apertura de es¡a vía solo se produce si se permite al
peticionante colaborar con los jueces constilucionales mediante un pormenorizado
l]nalisis de lo quc sc nrelende. de lo quc .c in\o(:r.

7. Lo constitucional es cscuchar a Ia parte como concretización de su derecho
irrenunc¡able a la defensa; además, un Tribunal Constitucional constituye el mas
efectivo medio de def'ensa de los derechos fundamentales frcnte a los podercs
públicos y privados, Io cual evidencia el triunlo de la justicia frente a la
arbitrariedad.

EL D0RECHo A sf,R oiDo coMo IttANI¡EStACIóN DE t,^ DEtlIocRATtzACtóN DE Los
PRocESos CoNs IlTr]croNALEs DE LA t,TBERTAD

8. La administración de jllstisia constitucional dc Ia libertad quc brinda el Tribunal
Constitucional. desde su creación, es respetuosa. co¡'lo correspondc: del derecho de

NI
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defcnsa inherente a toda persona, cuya maniféstación primaria es el derecho a ser
oido con todas las debidas garantías al interior de cualquier proceso en el cual se

dcr.rmincn \u\ dcrc.hos. inlcrc\c. ) obligacionc..

9. Precisamente. mi ale.iamiento respecto a la emisión de una resolución constitucional
sin realizarse eudiencia de vista está relacio¡ado con la defensa, la cual, sólo es

efectiva cuando el justiciable y sus abogados pueden exponcr, de manera escrita y
oral, los argumentos pertinentes, concretándose el p¡incipio de inmediación quc
debe regir en lodo proceso constitucional.

10. Sobre la intcrvcnción de las partes, corresponde señalar que, en tanro quc la
poleslad de administrar justicia constituye una manifeslación del poder que el
Dstado ostenla sobre las personas, su ejercicio resulta const;tucional cuando se
brinda con cstricto respelo de los derechos inherentes a todo ser humano, lo que
incluye el derecho a ser oído con las debidas garantías.

Il. Cabe añadi. que la participación directa de las partes, en dcfcnsa de sus interes§s,
que se concede en la audiencia de vista, talnbién constituye un elemento que
democraliza el proceso. De Io contrario, se decidiría sobre Ia esfcra de interés de
uoa persona sin permitirlc alegar lo correspondiente a su favor. lo que resultaria
excluyente y antidemocrático. Además, el Tribunal Const;tucional tiene el dcbor
ineludible de optimizar, e¡ cada caso concreto, las razones, los motivos y los
argumentos que justifican sus decisiones, porquc el Tribunal Constitucional se
legitima no por ser un tribunal de justicia, sino por la justicia de sus .azones, por
expresar de modo suficiente las razones de derecho y de hecho relevantes en cada
caso que resuelve.

EXP. N." 03288-2018-PA/rC
SAN'IA
LUCÍA JEN]FER ZAVALETA PÉREZ

12. En ese sentido, Ia Corte Interamericana de Derechos Humanos ha establecido que el
derecho de defensa "oblíga al Estado a trutat al indiriduo en toclo tfiofiento como
un v¿rdad¿ht .tuJ¿lo del proceso en ¿l máN amplio sentido de e e concepto, y no
\inplenNntL (,,nu obLeto del nismo"', y qüe "para qae eista debido proceso legal
es pleciso que un jast¡ciable pu¿dd hacer yaler sus derechos ! de.fender sus
intereses en irma efecfira y en condiciones de igualdad procesal con otro.*

r Corte IDH. Caso Barreto Leiva vs. Venezuela, sentencia del 17 de noviembre de 2009.
pturafo 29.
t Co.t" IDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago,
sentencia del 21 dejunio de 2002, párrafo 146.

rrvt
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NATUR"{L¡]ZA PRO(]ESAL D11I, RECURSO DE AGR{YIO CONS'I]TUCIONAL

13. El modelo dc "instancia de l'trllo" plasmado en Ia Constitución no puede ser
desviftuado por el Tribunal Corrstiluoional si no es con grave violación de sus
disposicioncs. Dicho Tribunal es su intérpretc supremo, pero no su refon¡ador, toda
vez que como órgano consliluido también está sometido a la Constilución.

14. Cuando se aplica a un proceso constitucional de la libertad la denominada
"sentencia interlocutoria", el rccurso de agravio constitucioñal (RAC) pierde su
vcrdadera esenc ia j uríd ica. ya que el Tribunal Constitucional no tiene competcnci¡
para "rcvisar" ni mucho menos "rccalificar" el recurso de agravio constitucional.

15. De conformidad con los artículos 18 y 20 del Código Procesal Constitucional, cl
Tribunal Constitucional no "concede" el recurso. Esta es una competencia de la
Sala Superior del Poder Judicial. AI Tribunal lo que Ie corrcsponde es conocer del
RAC y pronunciarse sobre el fondo. Por ende, no le ha sido dada la competencia dc
rechazar dicho recurso, sino por el contrario de "conocer" lo que la parte alcga
corno un aSrdt iu qu( le cau\r inde[ensión

16. Por otro lado, Ia "sentencia interlocutoria" establece como supucstos para sll
aplicación fórrnulas imprecisas y anplias cuyo contenido, en el mejor de los casos,
requiere ser aclarado, justificado y concretado en supuestos especificos, a sabcr,
identificar cn qué casos se aplicaria. No hacerlo, no definirlo. ni justificarlo,
convierte cl empleo de Ia precitada sentencia en arbitrario, toda vez que se podría
al¿ctar, entre otros, el derccho lundamental de defensa, en su manifestación dc scr
oído con las debidas garantias, pues ello daría lugar a dec¡siones subjetivas y
carentes de predictibilidad, afeclando notablcmente a los justiciables, quic¡cs
tendrian quc adivinar qué resolverá elTribunal Constitucional a¡tes de presentar sLr

respectiva demanda.

17. Por lo demás, ,n a¡at¡s mutancli.r, el precede¡tte vinculante contenido en la Sentcncia
00987-2014-PA/fC repirc lo señalado por el Tribunal Conslitucional en otros
fallos, como en el caso Luis Sánchez Lagornarcino Ramírez (Sentencia 02877-
2005-PHC/|C). Del mismo modo. consfituye una reafirmac;ón de la natumleza
procesal de los procesos constitucionales dc la libertad (supletoriedad, via previa,
vias paralelas, litispendencia, invocación dcl derecho constitucional líquido y
cierlo, etc,).

18. Sin embargo, el hecho de quc los procesos constitucionales de la libertad sean de
una naturaleza procesal distinla a la dc los procesos ordinarios no constituye un
motivo para que se pueda desvirtuar Ia esencia principal del recurso de agravio
constitucional.

fil
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19. Por tanto, si setienecn cue¡ta que lajusliciaen sede constitltcional reprcsenta la
última posibilidad para proteger y reparar los derechos fundamentales de los
agraviados, voto a favor de que en el presente caso se convoque a audiencia para la
vista, lo que Sarantiza que el lribunal Constitucional, en tanto instancia últi¡na y
definitiva. sea la adecuada pa¡a poder escuchar a las personas afectadas cn sus
derechos esenciales cuando no encuenlran justicia en el Poder iudicial;
cspccialmenle si se liene en cuenta que, agotada la vía constitucional, al justiciable
solo ¡e queda el camino de la jurisdicción internacional de protección de derechos
humanos.

20. Como afirmó Raúl Ferrero Rcbagliati, "la defensa del derccho de uno es, al mismo
tiempo. una delensa total de ]a Constitución, pues si toda garantía constitucional
entraña el acceso a la prestación jurisdiccional, cada cual al dcfcnder su derecho
está defcndiendo el de los demás y el de la comunidad quc resulta oprimida o
envilecida sin Ia prolección judicial auténtica".

Wlr'/'l$l/f Lo

S,

cerlir¡co:


